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Rivera Colón, Juez Ponente 

 
 
 

 
SENTENCIA 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece Transporte Rodríguez Asfalto, Inc. (Transporte 

Rodríguez  o la parte recurrente) mediante la solicitud de revisión 

judicial de título presentada el 13 de junio de 2016.  Solicita la 

revocación de la adjudicación de la Subasta General Núm. 2017-

02, Región 2: Suministro de Asfalto, Emulsión, „Blackbase‟ y otros 

derivados emitida el 27 de mayo de 2016, notificada el 1 de junio 

del corriente año, por la Junta de Subasta del Municipio Autónomo 

de Lares (Junta de Subasta).  

I. 

El 19 de mayo de 2016 se celebró la Subasta General Núm. 

2017-02, Región 2: Suministro de Asfalto, Emulsión, „Blackbase‟ y 



 
 

 
KLRA201600600    

 

2 

otros derivados (Subasta) en el Municipio de Lares (Municipio). A 

ese acto comparecieron como licitadores Transporte Rodríguez y 

Super Asphalt Pavement, Corp. (Super Asphalt). 

El 27 de mayo de 2016 el Municipio de Lares emitió la 

notificación de la adjudicación de la Subasta en donde se indica 

que se adjudican trece (13) partidas de la subasta de referencia a 

Super Asphalt y dos (2) partidas a Transporte Rodríguez.  

Igualmente, se señala que los factores que incidieron en la decisión 

fueron los costos más favorables a los intereses del Municipio, 

considerando la distancia de las plantas de asfalto y la 

disponibilidad de las mismas para el despacho del material.  

Inconforme, el 13 de junio de 2016 Transporte Rodríguez 

presentó la revisión judicial de título y le imputó a la Junta de 

Subasta de haber cometido los siguientes errores: 

Primer Error: Erró la Junta de Subastas del Municipio 
Autónomo de Lares al sustentar su decisión de 
adjudicar varias partidas de la subasta 2017-02, 
Renglón #2 a la licitadora Super Asphalt Pavement, 
Corp., debido a que, según se desprende de la 
Sentencia emitida en el caso KLRA201501289 ante el 
Tribunal de Apelaciones, Región Judicial de San Juan, 
[é]sta es codueña de Asphalt Solutions Toa Alta, LLC. 
en conjunto con BTB Corporation, la cual a su vez fue 
suspendida del Registro Único de Licitadores mediante 
Resolución en reconsideración emitida el 23 de abril de 
2015 por la Administración de Servicios Generales del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, y confirmada en 
apelación ante el Tribunal de Apelaciones, Región 
Judicial de San Juan, mediante Sentencia emitida en e 
caso KLRA201500739. 

 
Segundo Error: Erró la Junta de Subastas del Municipio 
Autónomo de Lares al sustentar su decisión de 
adjudicar las partidas 11-002625, 11-002635, 11-
002665 y 11-002670 de la subasta a la licitadora 
Super Asphalt Pavement, Corp. a pesar de que el 
recurrente[,] Transporte Rodríguez[,] licitó un precio más 
bajo, en crasa violación a los mejores intereses del 
[M]unicipio, y a pesar de que Super Asphalt Pavement, 
Corp. no cumplió con las condiciones y especificaciones 
generales de la subasta.  

 

El mismo 13 de junio de 2016 Transporte Rodríguez también 

presentó “Solicitud Urgente de Orden Provisional en Auxilio de 

Jurisdicción” en donde solicitó la paralización de los procesos de 
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adjudicación de la Subasta.  Emitimos Resolución el 16 de junio 

del presente ordenando la paralización inmediata de los 

procedimientos de adjudicación de la Subasta en cuestión. 

Por su parte, el Municipio compareció el 11 de julio de 2016 

mediante “Moción a Tenor con la Regla 49.1 de las de 

Procedimiento Civil de 2009”.  La misma indica que, luego de 

evaluar la revisión judicial presentada por Transporte Rodríguez, 

éstos se percataron que al momento de adjudicar la Subasta 

desconocían la situación planteada por dicho licitador en su 

primer error.  En base a ello, nos solicitaron que se le devolviera el 

recurso para así el Municipio “evaluar el error antes expresado y 

notificar correctamente la adjudicación de la subasta a los 

licitadores participantes”. 

II. 

Es norma reiterada que los procedimientos de las subastas 

gubernamentales están revestidos del más alto interés público y 

aspiran a promover la sana administración gubernamental.  

Maranello et al. v. O.A.T., 186 DPR 780 (2012); Caribbean 

Communications v. Pol. de P.R., 176 DPR 978 (2009); Costa Azul v. 

Comisión, 170 DPR 847 (2007).  El procedimiento de subasta y 

servicios evita el favoritismo, la corrupción, la extravagancia y el 

descuido al otorgarse contratos.  Maranello et al. v. O.A.T., supra; 

Aut. Carreteras v. CD Builders, Inc., 177 DPR 398 (2009); Accumail 

P.R. v. Junta Sub. A.A.A., 170 DPR 821 (2007); Mar-Mol Co., Inc. v. 

Adm. Servicios Gens., 126 DPR 864 (1990).  

Aunque el gobierno debe procurar que las obras públicas se 

realicen al precio más bajo posible, existen otros criterios además 

del precio que tienen que ser evaluados por la Junta de Subasta al 

momento de adjudicarla.  Maranello et al. v. O.A.T., supra; C. 

Const. Corp. v. Mun. de Bayamón, 115 DPR 559 (1984).  Algunos 

de estos factores incluyen que las propuestas sean conforme a las 
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especificaciones de la agencia; la habilidad del postor para realizar 

y cumplir con el contrato; la responsabilidad económica del 

licitador; y su reputación e integridad comercial, entre otros 

factores.  Las consideraciones de orden público como los servicios 

o productos técnicos; la probabilidad de realizar la obra de manera 

más eficiente y dentro del tiempo acordado; y los materiales que 

ofrezca un postor de la propuesta que no es la más económica, 

pueden llevar a la agencia a seleccionarlo si ello corresponde a sus 

mejores intereses.  Maranello et al. v. O.A.T., supra; Caribbean 

Communications v. Pol. de P.R., supra. 

En adición, la decisión respecto a qué persona natural o 

jurídica debe resultar agraciada en el proceso de adjudicación de 

subasta debe primordialmente resolverse a la luz del interés 

público.  Cuando está envuelto el uso de bienes o fondos públicos, 

es esencial “la aplicación rigurosa de todas las normas 

pertinentes a la contratación y desembolso de dichos fondos, a 

los fines de proteger los intereses y dineros del Pueblo”. 

(Énfasis nuestro).  De Jesús González v. A.C., 148 DPR 255, a la 

pág. 268 (1999).  

Cónsono con lo anterior, la Ley de Municipios Autónomos del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991, Ley Núm. 81-1991, 

según enmendada, 21 LPRA 4001, et seq., faculta a cada 

municipio para crear juntas de subastas con el objetivo de 

entender y adjudicar todas las subastas que se requieran por ley, 

reglamento u ordenanza.  Así también, dicha Ley faculta al alcalde 

de cada municipio para nombrar a los miembros que compondrán 

la junta de subasta y crear los reglamentos para el trámite, 

celebración y adjudicación de las subastas municipales.  21 LPRA 

sec. 4504.  

El Art. 10.006(a) de la mencionada Ley, 21 LPRA 4506, 

establece los criterios que debe seguir la correspondiente junta de 
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subasta para la adjudicación de las subastas.  En lo pertinente al 

caso de autos, dicho Artículo dispone:  

.      .      .      .      .       .       .      . 
 
(a) Criterios de adjudicación- Cuando se trate de 

compras, construcción o suministros de servicios, la 
Junta adjudicará a favor del postor razonable más bajo. 
En el caso de ventas o arrendamiento de bienes 
muebles e inmuebles adjudicará a favor del postor más 
alto. La Junta hará las adjudicaciones tomando en 
consideración que las propuestas sean conforme a las 
especificaciones, los términos de entrega, la habilidad 
del postor para realizar y cumplir con el contrato, la 

responsabilidad económica del licitador, su reputación e 
integridad comercial, la calidad del equipo, producto o 
servicio y cualesquiera otras condiciones que se 
hayan incluido en el pliego de subasta.  
 

La Junta podrá adjudicar a un postor que no sea 
necesariamente el más bajo o el más alto, según sea el 
caso, si con ello beneficia el interés público.  En este 
caso, la Junta deberá hacer constar por escrito las 
razones aludidas como beneficiosas al interés público 
que justifican tal adjudicación.  (Énfasis nuestro).  

 
.      .      .      .      .       .       .      . 

 
Por su parte, el Reglamento para la Administración 

Municipal del 18 de agosto de 2008 promulgado por la Oficina del 

Comisionado de Asuntos Municipales, Reglamento Núm. 7539 

(Reglamento 7539), establece las normas y guías administrativas 

dirigidas a promover la eficiencia, la uniformidad y un buen 

gobierno municipal.  Dicho Reglamento es aplicable a todos los 

municipios de Puerto Rico.   

Pertinente a la controversia de autos, el Reglamento 7539 

dispone en su Capítulo VIII, Parte II, Sección 11(1) como Norma 

General de Adjudicación que la correspondiente junta de subasta 

adjudicará las subastas considerando los siguientes parámetros: a) 

que se cumpla con los requisitos y condiciones de los pliegos 

de especificaciones; b) que sea la más baja en precio o, que 

aunque no sea la más baja en precio, la calidad y/o garantías 

ofrecidas superan las demás ofertas o que se justifique el beneficio 

de interés público de esa adjudicación.  
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De igual forma, la Sección 13(3) del Capítulo VIII, Parte II de 

dicho Reglamento sobre el Aviso de Adjudicación de Subastas 

establece que la notificación de adjudicación o la determinación 

final de la junta de subasta, la cual es enviada a todos los 

licitadores por correo certificado, debe contener la siguiente 

información: nombre de los licitadores; síntesis de las propuestas 

sometidas; factores o criterios que se tomaron en cuenta para 

adjudicar la subasta y las razones para no adjudicar a los 

licitadores perdidosos; derecho a solicitar revisión judicial de la 

adjudicación o acuerdo final, ante el Tribunal de Apelaciones, 

dentro del término jurisdiccional de 20 días contados desde el 

depósito en correo de la notificación de la adjudicación.  

Por otro lado, y consiente de que la política pública en contra 

de la corrupción se ha extendido al ámbito de la contratación 

gubernamental, la legislatura entendió que la comisión de delitos 

relacionados a fraude, mal uso o apropiación ilegal de fondos 

públicos por parte de contratistas privados en sus relaciones 

contractuales con agencias, dependencias e instrumentalidades 

gubernamentales es una modalidad constitutiva de corrupción.  

Costa Azul v. Comisión, supra.  En adición al esta conducta estar 

penalizada por diversas leyes especiales y por el Código Penal de 

Puerto Rico, nuestra legislatura aprobó la Ley Núm. 458-2000, 3 

LPRA sec. 928, et seq. (Ley 458-2000), la cual establece una 

prohibición de adjudicar subastas o contratos a personas que 

hayan sido convictas de delitos constitutivos de fraude, 

malversación o apropiación ilegal de fondos públicos. 

El Art. 1 de la Ley Núm. 458-2000, según enmendada,  3 

LPRA sec. 928, establece que ningún jefe de agencia 

gubernamental o instrumentalidad del gobierno, corporación 

pública, municipio, o de la Rama Legislativa o Rama Judicial 

adjudicará subasta o contrato alguno para la realización de 
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servicios o a la venta o entrega de bienes a persona natural o 

jurídica que haya sido convicta o se haya declarado culpable en el 

foro estatal o federal, en cualquier otra jurisdicción de los Estados 

Unidos de América o en cualquier otro país, de aquellos delito 

constitutivos de fraude, malversación o apropiación ilegal de 

fondos públicos enumerados en la Sección 928b1 de dicha Ley.  

Igualmente, el Art. 7 de la Ley 458-2000, 3 LPRA sec. 928f, 

dispone en lo pertinente, que toda persona natural o jurídica que 

desee participar en una subasta o el otorgamiento de contrato 

alguno con cualquier municipio someterá una declaración jurada 

ante notario púbico donde informará si ha sido convicta o se ha 

declarado culpable de cualquiera de los delitos enumerados en la 

sec. 928b de dicha Ley, o si se encuentra bajo investigación en 

cualquier procedimiento legislativo, judicial, administrativo, 

ya sea en Puerto Rico, Estados Unidos de América o cualquier 

otro país, para poder participar en la adjudicación a 

otorgamiento de cualquier subasta o contrato, 

respectivamente.  

Finalmente, es sabido que como regla general las 

determinaciones que toman las juntas de subastas de los 

                                                 
1
 Los delitos por cuya convicción aplicará la prohibición contenida en este capítulo serán los 

siguientes:  

(1) Apropiación ilegal agravada, en todas sus modalidades. 
(2) Extorsión. 
(3) Fraude en las construcciones. 
(4) Fraude en la ejecución de obras de construcción. 
(5) Fraude en la entrega de cosas. 
(6) Intervención indebida en los procesos de contratación de subastas o en las 

operaciones del gobierno. 
(7) Soborno, en todas sus modalidades. 
(8) Soborno agravado. 
(9) Oferta de soborno. 
(10)Influencia indebida. 
(11)Delitos contra fondos públicos. 
(12)Preparación de escritos falsos. 
(13)Presentación de escritos falsos.  
(14)Falsificación de documentos. 
(15)Posesión y traspaso de documentos falsificados. 

 

Para fines de la jurisdicción federal, de los estados o territorios de los Estados Unidos de 

Américas o de cualquier otro país, aplicará la prohibición contenida en este capítulo en casos de 

convicción por los delitos cuyos elementos constitutivos sean equivalentes a los de los referidos 

delitos. 21 LPRA sec. 928b. 
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municipios están supeditadas a las normativas de revisión judicial 

de agencias administrativas.  

Una vez la agencia o junta involucrada emite una 

determinación, los tribunales no deberán intervenir con ésta salvo 

que se demuestre que la misma se tomó de forma arbitraria, 

caprichosa o mediando fraude o mala fe, pues la agencia, con su 

vasta experiencia y especialización, se encuentra, de ordinario, en 

mejor posición que el foro judicial para determinar el mejor 

licitador, tomando en consideración los factores esgrimidos tanto 

por la ley como por su reglamento de subastas.  Torres Prods. v. 

Junta Mun. Aguadilla, 169 DPR 886 (2007); Empresas Toledo v. 

Junta de Subastas, 168 DPR 771 (2006).  

Ahora bien, la revisión judicial de decisiones administrativas 

tiene como fin primordial delimitar la discreción de los organismos 

administrativos para asegurar que éstos ejerzan sus funciones 

conforme la ley y de forma razonable.  Empresas Ferrer Inc. v. 

A.R.PE., 172 DPR 254 (2007); Mun. de San Juan v. J.C.A., 149 DPR 

263 (1999).  Por lo tanto, la revisión judicial de las 

determinaciones administrativas se limita a determinar si la 

actuación administrativa fue razonable y solamente cede cuando 

está presente alguna de las siguientes situaciones: (1) cuando la 

decisión no está basada en evidencia sustancial; (2) cuando el 

organismo administrativo ha errado en la aplicación de la ley; y (3) 

cuando ha mediado una actuación irrazonable o ilegal.   Azul v. 

Comisión, supra. 

III. 

En el recurso de revisión judicial de autos Transporte 

Rodríguez plantea que la Junta de Subasta cometió dos errores. 

En su primer error la parte recurrente sostiene, en ajustada 

síntesis, que incidió la Junta de Subasta al adjudicar numerosas 

partidas de la Subasta en cuestión a Super Asphalt a pesar de 
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éstos no haber cumplido con todas las condiciones y 

especificaciones requeridas por la propia Junta de Subasta.  

Particularmente, por Super Asphalt no divulgar que es dueña de la 

compañía Asphalt Solutions Toa Alta, LLC (Asphalt Solutions Toa 

Alta), cuya participación como licitador en el Registro Único de 

Licitadores del Gobierno de Puerto Rico está actualmente 

suspendida.  

Por la facultad que nos brinda la Regla 201 de las de 

Evidencia, 32 LPRA Ap. IV, R.201, mediante la cual podemos 

tomar, a iniciativa propia, conocimiento judicial de hechos 

adjudicativos que no están en controversia porque son de 

conocimiento general o son susceptibles de corroboración 

inmediata y exacta mediante fuentes cuya exactitud no puede ser 

razonablemente cuestionada, tomamos conocimiento judicial que 

Super Asphalt es dueña de todas las acciones de Asphalt Solutions 

Toa Alta2.  

Atañe al caso de autos, vemos que manifiestamente se 

expresa en el acápite 6 del documento intitulado “Condiciones y 

Especificaciones de la Subasta General No. 2017-02”, y el cual está 

firmado señora Brenda Varela García, Presidenta de la Junta de 

Subasta3, que particularmente se requiere que cada licitador 

entregue junto con su oferta una Declaración Jurada acreditativa 

de que no ha sido convicto ni acusado de ningún delito contra el 

erario, la fe y la función pública, o que envuelva propiedad o 

fondos públicos, ya sean estatales o federales, en cumplimiento 

                                                 
2 Dicha adquisición se dio mediante una compraventa con BTB Corporation allá para el 5 
de agosto de 2014 cuando BTB Corporation vendió el noventa por ciento (90%) de sus 
acciones de Asphalt Solutions Toa Alta a Super Asphalt, quien a su vez ya era dueño del 
diez por ciento (10%) de éstas. Dicha venta se dio mediante un contrato sujeto a una 
condición suspensiva sobre la cual el traspaso de la titularidad de las acciones se daría al 
saldo del total del precio acordado.  Véase Sentencia emitida por un panel hermano de 
este Tribunal el 18 de diciembre de 2015, KLRA201501289. De la Sentencia de ese caso 
precisamente surge que Asphalt Solutions Toa Alta fue suspendida por un periodo de tres 
(3) años del Registro Único de Licitadores de Puerto Rico mediante Resolución emitida el 
3 de julio de 2015 por la Administración de Servicios Generales en el caso C-15-088 y 
dicha suspensión fue confirmada por este Tribunal.  
 

3 Véase págs. 3-6 del Apéndice.   



 
 

 
KLRA201600600    

 

10 

con la Ley 458-2000.  En adición, que la Junta de Subasta provee 

el formulario correspondiente a esos efectos. 

Si bien es cierto que el Art. 1 de la Ley 458-2000 requiere 

que se divulgue si alguna persona natural o jurídica ha sido 

convicta o se ha declarado culpable de aquellos delitos 

constitutivos de fraude, malversación o apropiación ilegal de 

fondos públicos, nótese que igual el Art. 7 de dicha Ley también 

requiere que se notifique de cualquier investigación en 

procedimientos legislativos o administrativos. Por lo tanto, 

determinamos que todo licitador tiene el deber de informar 

sobre cualquier conducta que haya sido objeto de 

investigación por el Estado; como lo son aquellas ante la 

Administración de Servicios Generales.  

En vista de lo anterior concluimos que mientras Super 

Asphalt mantenga la titularidad -y por lo tanto exista una 

vinculación jurídica- sobre la compañía Asphalt Solutions Toa Alta, 

éstos tienen el deber de incluir toda información relativa Asphalt 

Solutions Toa Alta en toda Declaración Jurada dada como parte 

del proceso de oferta como licitador en cualquier subasta conforme 

a la Ley 458-2000.  En cuanto a la Subasta de autos, Super 

Asphalt tenía que divulgar, bajo Declaración Jurada, que una de 

sus subsidiarias fue objeto de una investigación administrativa 

ante la Administración de Servicios Generales y que dicha 

investigación culminó con la suspensión de una de sus compañías 

del Registro Único de Licitadores.  

Es menester destacar que en la propia “Moción a Tenor con 

la Regla 49.1 de las de Procedimiento Civil de 2009” presentada 

por la Junta de Subasta éstos admitieron que desconocían que en 

efecto existía una relación entre Super Asphalt y Asphalt Solutions 

Toa Alta.  Es decir, la Junta de Subasta aceptó que no hizo valer 

las propias Condiciones y Especificaciones Generales que 
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promulgó para la Subasta en cuestión.  Mediante dicha omisión, la 

Junta de Subasta incidió en no cumplir con su ineludible 

responsabilidad de velar por el uso apropiado de fondos públicos y 

con su deber de salvaguardar el interés público a los fines de evitar 

la corrupción.  

En virtud de todo lo anterior, conforme al esquema 

estatutario y doctrinal que guía la revisión judicial de la 

adjudicación de una subasta municipal, forzoso es concluir que la 

Junta de Subasta del Municipio Autónomo de Lares no adjudicó 

conforme a Derecho la Subasta General Núm. 2017-02, Región 2: 

Suministro de Asfalto, Emulsión, „Blackbase‟ y otros derivados 

emitida el 27 de mayo de 2016.  

Dado al resultado al cual hemos llegado, nos es innecesaria 

la discusión del segundo error.  

 
IV. 

Por los fundamentos anteriormente expresados, los cuales 

hacemos formar parte de esta Sentencia, declaramos nula la 

adjudicación de Subasta General Núm. 2017-02, Región 2: 

Suministro de Asfalto, Emulsión, „Blackbase‟ y otros derivados 

emitida el 27 de mayo de 2016, notificada el 1 de junio del 

corriente año.  

Se devuelve el caso para que la Junta de Subasta del 

Municipio Autónomo de Lares disponga la celebración de otra 

subasta como la de autos, de así interesarle, y que la misma se 

realice conforme a las exigencias impuestas por las leyes y 

reglamentos aplicables. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


